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la certificación de las Sentencias. Mas como la Sala Primera del
Tribunal Supremo ba entendido aplicable la L.E.c. en su redacción
anterior ala reforma, la inadmisión del recurso la limda en la causa
2.' del art 1.729: La no presentación de los documentos ex!¡idos
por el art 1.718.

Pues bien, en ellas circunltancias el problema consiste en
determinar, dando por supuesta la aplicación de la Ley anterior a
la reforma como ba entendido el Tribunal Supremo, 51 la omisión
de ese requisito debe producir los radicales efeclOS de la inadmisión
del recurso, como entiende el Auto recurrido, o resulta más
conforme al art 24 de la Constitución una interpretación menos
rigorista de la formalidad omitida que no impida sulramitación. E!
Tribunal entiende que la existencia en la Sala Primera del Tribunal
Supremo de las Sentencias originales, convierte -<:amo bemos
dicho- en un requisito formal la certificación de las Sentencias Y
ello hace aplicable al caso la reiterada doctrina de que la exigencia
de los requisitos formales se ba de interpretar a la luz de la tutela
judicial efectiva que garantiza el art 24.1 de la Constitución,
acomodando la _cia de los requisitos formales a la finalidad
de los mismos que en nin~ caso pueden con~ en meros
obs1áculos para la prosecuClón del proceso (Sen~cias 19/1983, de
14 de marzo; 57/1984, de 8 de mayo; 6911984, de 11 de junio, y
14/1985, de I de febrero). . '.

Por eUo y porque la láIta de presentación de UD documento es
un defecto de ¡¡¡ci\ y pósible subsanación, se estima más adecuado
el art, 24.1 de la Constitución, siguiendo la doctrina de este
Tn'bunal contenida en las Sentencias 123/1983, de 23 de diciembre,
y 163/1985 de 2 de diciembre, entre otras mucbas, si la Sala estima
necesario el documento omitido, el remedio de la subsanación que
la sanción de la inadmisión. .

b) El Auto recurrido funda también la inadmisión del recurso,
en el a~o 4.° del art 1.729 de la L.E.c.; es decir, el
incumpbmiento de los requisitos exigidos por el arI. 1.720 (citar el
párrafo del art 1.692 en que se hallen com~didos los motivos
formalizados y expresar con precisión y clandad los preceptos que
se supongan infringidos y el concepto en que lo bayan sido). En este
punto el defecto en que incide el recurso -formalizado por la
Sociedad recurrente, coll$iste en citar loS ordinales del art 1.692 de
la L.E.C. reformada, en' lugar de los ordinales anteriores a la
reforma. En Indo lo demás, la separaci6n de las inftacciones en
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Sentencia núm. 14311986, de 19. de noviembre.

La Sals Primera del Tribunal Constitucional, Compuesto' por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picazo y Pence de León, don

. Antonio Truyol Serra, don Eugenio Díaz EimiI Y don Mjgue\
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ba pronunciadO

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA .

En el recurso de amparo núm. 483/1985, promovido por
«lrridelco, Sociedad Anónima», representada por el Procurador
don Enrique Sorribes Torra y definida por el Letrado don Luis
Muñoz Sabat6, contra Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo que inadmite recurso de casación interpuesto contra
Sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid, Y en el que han
comparecido el Ministerio Fiscal y la. «Compañia International
Industrial and Agricultura!, SARu., representada por el Procurador
don Luciano Rosch Nada!, siendo Ponente el Ma¡istrado don
Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de la Sala.

L . ANTECEDENTES

1. Por escrito registrado en este Tn'bunal el 27 de mayo de
1985, el Procurador de los Tribunales don Enrique Sorribes,en
nombre de «lrridelco, Sociedad Anónim.,., interpuso recurso de
amparo contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de
11 de marzo de 1985 que inadmitió el recurso de casación civil
núm. 1.274 de 1984.

Considera el recurrente vulnerado por dicho Auto su derecho a
la tutela judicial efectiva, que reconoce el arI. 24.1 de la Constitu­
ción, por lo que solicitaba del Tribunal Constitucional que declare
la nulidad del mencionado Auto as! como su derecho a la via
casacional y la admisión del recurso de casación interpuesto, bien
por los dos motivos que en su día se invocaron, bien por el motivo
mcardinado en el nÚDl. 5.° del art 1.692 de la vigente Ley de
Enjuiciamiento Civil.

motivos diferentes y la precisión y claridad en la exposición de las
mismas, nada opone el Auto recurrido al escrito de formalización
del recurso. Es, pues, un caso igual en lo relativo a este extremo,
al recurso de amparo 121/1985, resuelto por el Pleno de este
Tribunal por la Sentencia referida en el fundamento jurídico 1.0
Por lo allí razonado y porque, como dice la Sentencia 1711985, de
9 de febrero, «lo que unporta en definitiva no es cómo se denomina
cada uno de los fundamentos ni cuál sea el signo con que se les
ordena, sino que baya claridad y precisión, exponiéndose ..parada­
mente 'i en orden correlativo cada una de las infracciones que se
denUDClBn como limdamento del recII1'SO», ba de estimarse ~ue la
numeración de los motivos de casación con arreglo a los ordmales
del artl.692 de la L.E.C. vi¡ente en la actualidad, en lugar de los
ordinales equivalentes de la Ley m\erior. no es defecto que deba
producir la inadmisión del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto.l..!'1 Tn'bunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E l..uNFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA, ..

Ha decidido:

Otorgar al ámparo solicitado por la Sociedad «Construcciones
Armando Sisques, Sociedad Anónima», y, en consecuencia:

1.0 AnUtar el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supre;"o
de S de febrero de 1985.

2.° Reconocer a la Sociedad recurrente su derecho fundamen­
tal a la tutela judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones en el recurso-de casación núm.
1.266 de 1984 al momento procesal inmediatamente anterior al de
dictarse el Auto anulado. .. -

, Pobliquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial dei Estad."..

Dada en Madrid a 13 de noviembre de 1986.-Gloria Bogué
.Cantón.-Angel Latorre Sel!ura.-Fernando Garcla-Mon González­
RegueraL-Jesús Leguina Villa.-Luís López Guerra-Firmados y
rubricados. ' <

Suplicaba asimismo que se impongan las costas de eSle proceso
a la parte que se oponga, así como la suspensión de la Sentencia
dictada por la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Madrid., de 29 de marzo de 1984, en autos de mayor cuantla
658/1982, provenientes del Juzgado de Primera lnstanna núm. 14,
y en su caso la dictada por este último el 24 de abril de 1982.
Solicitaba también la celebración de vista pública, de conformidad
con el art 52.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

2. Se limdamenta el presente recurso de amparo en lOs
siguientes. hechos: ..

E! 11 de abril de 1984 'preparó «lrridelco, Sociedad Anónima»,
ante la Audiencis Territorial de Madrid recurso de casación contra
Sentencia de su SalaS~ de 'lo Civil, de 29 de marzo anterior.
E! 20 de junio la Audiencia acord6 expedir la certificación para
poder interponer el recurso, notificada al Procurador el 19 de julio.
El recurso se interpuso el 19 de septiembre y se limdó en los
motivos determinados por el art 1.692 de la Ley de Enjuiciamíento
Civil, según el texto reformado por la Ley 34/1984, de 6 de agosto,
aunque sin citar, como exigía la Ley anterIor a esta reforma, el
concepto de la infracción legal aducida (violación, interpretación
errónea o aplicación indebida). Inadmitido el recurso por Auto de
II de marzo de 1985, se deduJo frente al mistno recurso de súplica,
a su vez inadmitido el 22 de abril del mistno año por providencia
notificada el 6 de mayo siguiente. .

3. Se limdamenta el presente recurso en las alegaciones etC
Derecho que a continWlClón se· exponen. La Sala Primera del
Tn'bunal Supremo inadmitió el recurso de casación, por entender
que debla haberse interpuesto conforme al texto de la Ley Procesal
anterior a la reforma introducida por la Ley 34/1984, de acuerdo
con lo que establecen las Dispósiciones transitorias primera y
segunda de esta última ~, por lo que al formalizarse conforme a
1& nueva normativa,. se mcunió en las causas de inadmisión
contempladas en el art 1.729,4.° y 9.°, en relación con el 1.720 de
la Ley aplicable.

La Sociedad recurrente. tras invocar el excesivo formalismo que
refleja el Auto impu~ado, considenl"que la interpretación que en
~I se hace de las Disposiciones transttorias de la meritada Ley
34/1984 no es procedente, ya que en la segunda de ellas se establece
textualmente que «terminada la inItancia en que se hallen, los
recursos que se interpongan (después de la entrada en vigor de la
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propia Ley de reforma) se suslanciarán coo Iaa modificaciooes
mtroduC¡das por esta ley»: Si el texto de esta Disposición
trans.tona segl1l!da es pmattealmente correcto, es evidente que el
recurso de casactón se mterpuso de acuerdo con la única normativa
palicable, sin que quepa confimdir entre la interposición y la
prepaIaCtón del recuno, confusión en la que incurre el Auto ahora
recurrido, por razones sistemáticas e históricas y por la propia
consistencia del~e jurídico. Si, por el contrarto, el texto es
sramatiealmente equivoco, de la desafortunada expresión del
le¡islador no puede seguirse petjulein para el justiciable. .

Además, la interpretac:ión rea1izada por el Tribunal SlIpRmo
coneulca el espíritu antiformaliata de la Ley 34/1984, que se
explicita en su Exposición de Motivoa. En efecto, en el _te
caso, el recurso de casación se fundó en dos motivos, al amparo de
los nllm.. 4.0 y 5.0 del nuevo arL 1.692. Aun admitiendo que el
motivo del ordinal 4.0 ~error en la apreciación de la prueba) no
tuviese paralelo con el 7. de la anterior Ley, que exilia el reqwaito
del documento auténtico en que fundar el error invocado. nada bay
que pennita seriamente dilrtin,nir entre el aetua1 núm. S.o ~inftac.
ción de norma del ordellamieDto jurídico) yel anterior num. 1.0
(violación, interpmación errónea o aplicación indebida de Iaa
leyes). pues se trata de evidentes sinonimias. El recurrente, al
invocar este último motivo citó correctamente Iaa leyes o normas
juridicas a su juicio lnliin¡idas, por lo que la admisión del recuno,
aunque sólo hubiera sido por este motivo. no babrla oc:aaionado
ninguna razonable incomodidad a la Sala de Casación.

4. Por providencia de 19 de junio de 1985, la Seoción Tercera"
de este Tribunal aoordó poner de manifiesto a la recurrente y al
Ministerio Fiscal la posible existencia de la causa de inadmisión del
recurso de amparo que re¡uIa el arL SO.2 b) de la~ Or¡ánica del
Tribunal Constituciona1, por cuanto la demanda pudiera c:aRCer de
contenido que justifique una decisión por parte de este Tribunal.
concediéndoles un p1azo común de diez días para que formulaaen
alepciones al _n conforme &.10 dispuesto en el art. SO de la
citada Ley~~. .

. S. Manifestó la parte íecurÍente, en este trámi~::~';msu
recuno ataca frontalemote no es otra cosa que el hi . o
~ la Sala Primera del Tribunal Supremo ha tratado durante

la admisión del recurso de casación civiL eriticado r la
~dad de la doctrina como una denepción de justicia. roque
incluso se viene a admitir en la Exposición de Motivos de la Ley
de Reforma 34/1984. En el presente caso, es ejemplo de tal
hipenitualismo judicial la iUldmj'i6n de un recurso en cuyo
motivo primero se denunciaba, al amparo del núm. 5.0 del art.
1.692 de la Ley de ~uiciamientOCivil la «inftaoción del art 1.214
del Códi¡o Civil». ex~ón~ que semánticamente no difiere de
los cooceptos de «VIolación, interpretación errónea o aplicación
indebida» de la norma 1ep1, quejustifica la casación sesún el texto
de la Ley Pronesal anterior a la Reforma de 1984. En todo caso la
distinción entra ambas exjll"eSiones contrasta con la laxa Ypenni­
siva licencia semántica del Tribunal Supremo cuando se trata de no
distinguir entre preparaciónein~ndel recuno de casación,
a efectos de interpretación de la Disposición transitoria se¡unda de
la citada Ley 34/1984, que, por lo demás, es la que introduce la
confusión en orden a la normativa aplicable en el periodo transito­
rio sin que pueda atribuirse el resultado de la misma a un dercuido
del Iitisante. . .

6. El Ministerio Fisca1" en escrito de 8 de julio de 1985. alea
la posible conCUlTenCia de la causa de ¡"admisión del recurso ae
amjlllro consistente en la extemporaneidad del mismo (arL' 44.2 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional). pues el JlIazo para
interponerlo ba de computarse a partir de la resolución unpu¡nada
contra la que razonablemente noC¡~ recuno a1¡uno. Puesto que,
sesún el arL 1.732 de la Ley de ~uicwnientoCivil, contra el Auto
de inadmisión del recuno de casación no se da tIín¡ún _ el
de amparo deberla baberse interpuesto en el plazo de veinte días
desde que se notifieó dicho Auto y no desde que se recbazó un
recUno de súplica improcedente. Por 10 demás, estima el Ministe­
rio FISCal que COll<:urre también la causa de inadmisión del arL 50.2
b) de la Ley OrsWca del Tribunal Constitucional, ya que el.
Tribunal Supremo al'lic:ó la norma procesal que procedla, en virtud
de una interpretación razonable, fundada juridicamente _y no
arbitraria de Iaa Disposiciones transitorias de la Ley 34/1984.

7. Por providencia dO 2S de septiembre de 1985 la Sección
acordó admitir a trámite el recurso de amparo formulado y recabar
del Tribunal Supremo la remisión de Iaa correspondientes aetuacip,
na y el emplazamiento de quienes fueron parte en tu mismA'

Recibidas ta1es actuaciones babiendo comparecido el Procura­
dor don Luciano Rosch N~I.~: nombre de m_tiona!
Industrial and A¡rieultural "SAlU;, como parte recurrida, la
Sección, por providencia de 22 de enero de 1986, acordó dar vista
de aquéllas a Iaa partes personadas y al Ministerio Fiscal, por un
plazo común de veinte días, para que pudieran presentar alesa­
Clones.

8. El Ministerio Fiscal, mediante escrito presentado el 18 de
febrero si¡uiente, interesa la desestimación de la demanda de
amparo. en virtud de Iaa sisuientes aJesaciones: a) la Ley vincula
el inicio del procedimiento del recuno de casación a la manifesta­
ción de voluntad en que consiste la llamada <epreparacÍón» de este
recuno extraordinario, que constituye un auténtico acto de inicia­
ción procesal. De ello se deduce que Iaa demás &ses de la casación
no son, sesún la Ley de ~uiciamiento Civil, sino el camino
procesal que neva a su resolución, sin que sea posible escindir la
resuJación de aquella fase incial Y la de Iaa reslantes, sometiéndolas
a normati_ diferentes, pues la reaulación del recuno de casación
ba de ser unitaria y comprensiva de su totalidad. b) La Ley
34/1984. de reforma de la Ley de EJliuiciamiento CiviL ba
introducido modifu:aciones en el recuno de casación y por eUo se
ba estab1ecido en sus Disposiciones transitoriu, como principio
fundamental, que la nueva normativa no se Jlalique a aqueDos
procesos o actuaciones procesales que len1an VIda en el momento
de su entrada en vi¡or, como se desprende de la Primera de ta1es
.Disposiciones, sin c¡ue este principio quede desvirtuado por 10 que
establece la Disposición se¡unda, ya que ésta sólo perm1te aplicar
la nueva normativa a los procesos impusnativos posteriores a su
~ «terminada la inslancia en gue se haD..... es decir, una
vez dietada la resolución que pone Iin al ¡iroceso ~cipal, Y al
«interponent los correspon.lientes recursos, exJ?"'Slón ~ que,
referida a la multiplicidad de procesos impu¡nativos existente, nO
puede aludir sino al momento inicial en que se manifiesta la
voluntad de recurrir. que en la casación es el de la llamada
<epreparacÍón» del recuno y no el de la llamada «interposición» del
mismo. e) El derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el
ar!. 24 de la Constitución se satisface mediante una resolución
fundada en Derecho, que puede ser de inadmisión siempre que
concurra una causa lesa! para ello. Establecido un recuno. el
meneinnado derecho comprende el de utilizarlo de acuerdo con la
ley, que es 10 qUé se plantes en la _te demanda de amparo.
Ello nos lleva al problema de cuál era la Ley ap1icab1e al caso

.concreto, problema de elección de normas procesales para su
aplicación que corresponde a los Tribunales ordinarios y que debe
ser resuelto de manera fundada en derecho y no arbiuana. Poes
bien, conforme a los razonamientos anteriormente expuestos, es
claro que la elección de la norma aplicable rea1izada por el Tribunal
Supremo es correcta, conforme a la Disposición transitoria primera
de la Ley de 6 de asosto de 1984. pues el recuno de casación se
preparó o inició antes de la entrada en vi¡or de dicba Ley. E1e¡ida
ta ñorma aplicable sin violación constitucional, la denepción del
recursoin~to conforme a norma distinta se basa en una causa
lesa! de in~';ny. por lanto, satislllce el contenido del arL 24
de la Constitución.

9. La parte recurrente al..... en primer tmnino, que el Auto
del Tribunal Supremo impusnado. ba interpretado la expresión
«interposición» del recuno a que se refiere la Disposición transito­
ria _da de la Ley 31/1984, de 6 de asosto, por lo demás
terriblemente equivoca, en un sentido más usual que técnico,
cuando era este último el pertinente, por tratarse de una norma
procesal diri¡idaa los juristas. Aun así, la inobservancia de Iaa leyes
procesales que no causa petjuicios, nO deberla ser un obstáculo para
que se frustre el derecho material de una~ tal Ycomo lo ba
venido entendiendo el Tribunal ConstilUC1onal en una pluralidad
de Sentencias, euya doctrina es aplicable al presente caso, ya que la
denuncia de la inftaoción del arL 1.214 del Códiso Civil en que se
fundó el recurso de casación, al amparo de la causa S." del arL 1.692
de la Ley de Enjuiciamiento CiviL es exactamente i¡ual de
inteli¡ible que si se hubiese fonoalizac!o el recunode acuerdo con
la Ley anterior a la reforma de 1984. En cuanto a la caducidad del
presente recurso de amparo, alesada por el Ministerio Fiscal en su
esrito de 8 de julio de 1985, entiende la recurrente que no puede
estimarse su existencia, ya que, a~ de lo diSJ>l!eslO en el arL
1:732 (hoy 1.710) de la Ley de ~uiciamientoCiviL es meuente
no proceder a una interpretación literal de ciertas normas que
diapnnen la improcedenCl& de recurso a1¡uno contra Iaa .resolueto­
nes que resuJan, sobre todo cuando se trata de impu¡naciones que
deben ventilarse por el propio órgano edietante. pues en tal caso no

. bay verdaderos recursos sino remedioa. De ahí c¡ue resulte plausible
suponer que el arL 1.732 citado nO excluye unperativamente la
sl1plica, lanto más cuando los arts. 402 Y 405 de la Ley Pronesal
establecen dicho recuno contra las Sentencias y Autos del Tribunal
Supremo resolutorias de incidentes. Por otra parte es esta ambi~
leocia la que lleva al justiciable a interponer el recuno de Sl1plica
ante el temor a pecar por defecto al formular el de amparo. de 10
que no puede se¡¡uirse que haya pecado por exceso. dado que el
propio Tribunal Constitucional exise. en cumplimiento del requi-·
sito Que establece el arL 44..1 a) de su Ley Or¡ánica, utilizar los
medios procesales que razonablemente puedan ser conocidos y
ejercitados por los Iitipntes en razón de una interpretación,
también razonable, de Iaa normas procesales. Por último. la propia
recurrente expuso en el escrito de súplica sus dudas respecto a su

,.
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procede""ia as! como su voluntad de acudir al amparo constituci<>­
na!, y sólo un instinto o sentimiento cauteloso le Uevaron a intentar
aquerremedio ¡iroc:esaL Por todo ello solicita esta parte que se diete
sentencia de conformidad con su demanda. .

10. La representaci6n de la «Compañia IntCmational Indu..
tria! and Agricultura!, SARL1t, solicita la desestimación del recurso
de amparo, aduciendo al respecto los siguientes lUJUI'Ientos: a) El
recurSo de amparo es extemporáneo, pues el plazo para interpo­
nerlo no puede a1arprse mediante la prosecutI6n de pseudoreeur·
sos, como el de súplica intentado por la parte actora y que fue no
ya inadmitido,-sino rechazado sin dejar constancia del mismo en
el procedimiento. b) En ninsún momento el Tribunal Supremo ba
denegado justicia a «lrridelco, Sociedad An6DÍD1a», en vulneraci6n
del ar(. 24 de la Constituci6n, ya que realiz6 los lr6mites ¡nvistos
en la normativa aplicable y resolvi6 con amaIo a la Ley,
interpretando de manera ~b1e aqueDa normatiVLe) La
determinaci6n de la Ley ap]icabJe al recurso de easad6n inter­
puesto no queda a la eleeci6n del justiciable, Iinb que se rellU1a en
las Disposieinnes transitorias primera y seaun<1ade la Ley 34/1984,
de las que se deduce con toda elaridad que las aelUaciones iniciadas
con anterioridad a su entrada en~ continúan sustanci4ndose
por los preceptos de la Ley de Él\iuiaamiento Ovil anteriores a la
misma, y sólo una vez terminada la inatancia en que se baIIeJ!, que
en e! presente caso es e! recurso de c:asaá6n ra iniciado mediante
ellr6mite dej>reparaei6n, entra en jueso la Disposiei9n transitoria
segunda a efeetos de la puesta en mareba de los recursos que
procedan, pues es as! como debe interpretarse el lhmino ....
lnterponpn» que en dicba Disposici6n se ineluye. d) La afirma­
ción, .expresada en e! Auto ahoraimp~de que el recurso de
c:asaáón formulado por «IrrideIco, Sociedad AnóDÍDIa», ineurre en
las casuas de inadmisi6n a que se refiere lA preceptiva contenida en
los arlS. 1.729, 4.° Y. 9.°. en relaci6n con el 1.720 de la Ley de
El\iuiciamiento Ovil en su redacci6n anterior a la Reforma, no
puede sometene a OI\iuiciamiento por parte del Tribunal Constitu­
cional, que no es una nueva instancia, como hace la recurrente,
pretendiendo anteponer su eriterio al del propio Tribunal de
Casación. •, .

11. Por Providencia de 30 de abril de 1986, la Seeci6n
Squnda de este Tn1Junal acord6 que e! presente rec:urso quedase
pendiente de señalamiento basta que se resolviera por e! Pleno e!
recurso núm. 121/1985, de conteDldo análogo. Este último recurso
fue resuelto por la Sentew:ia 81/1986, de 20 de junio. .

12.. El 16 de julio siguiente, la Seeción acordó entre¡ar a la
~ demandante copia del escrito del Ministerio Ftseal de 8 de
Julio de 1985 y otorpr a dicba parte f. al referido Ministerio un
plazo común de diez diaspara que pudieran formular alepciones
acerca de lo expuesto en e! menaonado escrito sobre la extempora­
neidad del presente rec:urso de amparo.

Tanto la parte demandante como e! Ministerio Fiseal y la parte
demandada reiteran los ar¡¡umentos que, en relaci6n con esta
posible causa de ¡nadmisiÓn, expusieron en IUI respectivos escritos
de alegaciones, _do la primera y sosteniendo los segundos la
coneurrencia del referido motivo de inadmisibilidad.

13. Simultáneamente al proceso principal, se tramitó por la
Sala Segunda del Tribunal Constitucional, en la corres¡>Ondiente
pieza separada. e! incidente de suspensi6n de la ejec:uaón de las
Sentendas de la Audiencia Territorial y del Ill7f&do de Primera
lnstaw:ia de Madrid a que se alude en el esento de demanda,
incidente al que puso fin e! Auto de la Sala Primera, de 12 de lIlllrZO
de 1986, por e! que se deelar6 no babor lupr a la suspensión
solicitada. '

14. Por providen9ia de 22 de oetubre de 1986, se se6aló para
deliberación y votaci6n del presente recurso e! d1a 12 de noviembre
de 1986.

lLFUNDAMENTOS 1URIDIOOS

1.' Aducen el Ministerio Fiseal y la representaci6n de la parte
demandada que el presente recurso de amparo ba sido interpuesto
extemporáneamente ~ que, en vez de formularse inmediatamente
contra e! Auto del Tnbunal Supremo recurrido .y en el plazo Jeaal
de veinte dias (ar!. 44.2 de la Ley OrIánica del Tribunal Constitu­
cional) desde que aquél fue notiñeado a la reeurrente, ésta
interpuso con canieter previo un recurso de súplic:a a todas luces
improcedente (ar!. 1.732 de la Ley de Enjuiciamiento Ovil anterior
a la reforma de la Ley de 6 de aaosto de 1984 Y 1.71.~t~:o, del
,Q¡ente texto procesal), ampliando as! a su caprieho el ptlIW para
recurrir ante este Tribunal.

Sin embargo, la objeción de esta causa de inadmiSlbilidad, que
comportaria ahora la desestimaci6n del recurso sin necesidad de
examinarlo en cuanto al fondo, debe ser recbazada, como ya lo fue,
para un supuesto idéntico, por nuestra reciente Sentencia de 22 de
oetubre de 1986 (Recurso de amparo núm. 401 de 1985). Oerta­
mente, el plazo para reeurrir en amparo es un plazo de caducidad
que no puede \Iuedar al arbitrio de las~ ni ser objeto c!e
prórrogas artificiales, por lo que no es admisible pretender aJarprIo

y, sobre todo, reabrirlo fraudulentamente mediante Ja prolongación
'Asimismo artificial de las actuaciones judiciales previas O la
utilización de reeunos inexistentes en la Ley o manifiestamente
improcedentes contra una resolución firme (Autos de 2 de diciem·
bre de 1981 -Recurso de amparo 371/1981-,10 de marzo de 1982
-Recurso de amparo 38811981-, 10 de oetubre de 1984-Recurso
de amparo núm. 318/1984-, lO de julio de 1985 -Recurso de
amparo 440/198S;-,.entre otros). Pero no es menos cierto que dicha
re¡la de orden púntico procesal debe conciliarse con el derecho del
interesado a utilizar cuantas aeciones y recursos considere útiles
para la defensa -de sus dereebos e intereses, aun los de dudosa
procedencia, siempre que no se vialumbre en eUo una intenci6n
meramente dilatoria o defraudadora del contenido del plazo Jeaal
y su perentoria cadw:idad. En taJes supuestos, el plazo para
formular la demanda de am~ debe computarse a partir de la
notificación de la resolución Judieial que inadmite o desestima el
recurso o aetuaci6n improoedente (Sentencia 33/1983, de 4 de
mayo) ya que no puede exi&ine del reeurrente que asuma e! riesgo
de lo que, a su jUtcio y razonablemente, pudiera suponer una falta
de agotamiento de la vía judicial previa, conclusi6n ésta que resulta
avaJada por e! principio de interpretact6n más favorable al acceso
jurisdieeional para la defensa de derecbosy libertades fundamenta- '
les (Sentencias 14/1982, de 21 de abril; 21/1982, de 12 de mayo,
entre otras muebas).

En el presente caso la m:um!1lte utiIiz6 un recurso de súplica
que el Ministerio FiiC8l y la parte codemandada estiman prohibido
por la Ley conua los Autos de ¡"admisión de recursos de casación,
tal y como fue declarado por la propia Sala Primera del Tribunal
Supremo mediante providencia de 22 de abril de 1985. No obstante
y sin perjuicio de eUo, la existencia de una nueva normativa
procesal que e! recurrente viene considerando aplicable, euyo
preeepto relativo a los Autosde inadmisión de recursos de casaci6n
no cita expresamente e! motivo en el que se fimdamenta el ahora
recurrido (ar(. 1.710, 2.', de la vi¡ente Ley de Enjuiciamiento
Ovil), puede .JllO!lucir en su momento la duda razonable aeerea de
la procedenClll del recurso de súplica, por lo demás formulado
cuando no se babia agotado el~ para presentar el de amparo.
En tales cin:unstancias constituirla una ri¡urosa denepción de la
tutela de los derecbos encomendada a este Tribunal considerar
extempor6neo el amparo incoado en e! plazo Jeaal computado
desde la feclta de notifieaci6n de la providencia que declaró no
babor lu¡ar al de súplica.

2. En cuanto a las alepciones de ;fon<Ío de las~ la
cuestión planteada en el presente recurso de amparo se ciñe a
determinar si el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
recurrido produjo la indefensión del solicitante de amparo, en
infraeción de! derecbo fimdamental que le reconoce el ar!. 24.1 de
la Constituci6n, violaci6n que aquél entiende producida al baber
sido inadmitido -el recurso de ce'ac:jlm que interpuso en su día
sobre la base de un motivo le8almente improcedente, que consiste
en la fornta1izaci6n de diebo recurso conforme a un texto de la Ley
de El\iuiciamiento Ovil, el posterior a la reforma introducidl! por
la Ley 34/1984, de 6 de aaosto, que el recurrente conSIdera
aplicable, de acuerdo con lo establecido en las Disposiciones
primeray segunda de la citada Ley, !'PÜcabilidad qu~ ~ deniega en
e! Auto tmpu¡nado Yque recltazan i¡ualmente e! M1mslen0 Fiscal
y la parte eoClemandada, que se oponen a las pretenSIones del
reeurrente. .

3. Esta misma euesti6n ba sido examinada y resuelta, en un
sueuesto sustanciabitente isual, por la Sentencia del Pleno de este
Tnbunal de 20 de junio de 1986, cmIll doc:trina es por eUo, con las
imprescindibles modifieaeinnes deriVadas de la especificidad del
presente caso. aplieahJe a la resolución de este último.

Se reitera en la mencionada Sentencia que el derecbo funda­
mental que proclama e! ar!. 24.1 de la Constituci6n comprende el
de utilizar lós recursos establecidos por la ley, incluso el de c:asaáón
en materia civil, en los supuestos y con los requisitos legalmente
previstos. Pero tal derecbo no queda conculcado cuando un recurso
mterpuesto se inadmite por el 6rpno judicial competente en
atenci6n a la coneurrenClll de un motivo Jegal de inadmisi6n,
siempre que la interpretación y aplicación del mismo al caso
concreto, 9.ue corresponde a dieho 6rpno judieial, no sea injustifi­
cada o arbitraria.

Por lo que afecta a supuestos como el presente y al que se refiere
la citada Sentencia de 20 de junio de 1986, se razona en ella,
partiendo de la difieultad \Iue entraDa la interpretación de las
Disposiciones transitorias pnmera y segunda de la Ley 34/1984, de
6 de 88Osto, en su aplicaci6n al rec:urso de casación, queJa realizada
por la: Sala Primera del Tribunal Supremo en una pluralidad de
ensos y que se expresa tambi6n -en el Auto recurrido, no es
infundada -antes bien, resulta conviw:ente- si se tiene en cuenta
tanto el tenor literal de ac¡ueUas Disposiciones transitorias como e!
verdadero canieter de miciación del proceso impugnativo de
c:asaá6n que tiene la preparaci6n de este recurso, lo que lógica­
mente comporta la unidad de re¡u1aci6n del mismo, a que aluele el
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Ministerio Fiscal. Por ello, y aUDque no quePa imputar una mlla de
diligencia a la dirección lctrada del recurrente en la identificación
de la norma aplicablc, la mera~ sobre la aolicabilidad
de uno u otro texto de la Ley de Enjuiciamiento Civil al recurso
PfCP&rado con anterioridad e interPuesto con posterioridad a la
entada en vigor de la Ley' 34 de 1984 no basta para estimar el
recurso de amparo, pues es una cuestión que carece de contenido
constitucional. .

4. No obstante lo expuesto, el hecho de que la idcn1ificación
de la normativa aplicable efcetnada por el Auto recurrido no sea
inadecuada o incorrecta, no cxcIuyc que la decisión de inadmitir el
correspondiente recurso de cuación haya podido inftin¡ir el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del recurrente. Tal
infracción se produce, como razona la reiterada Sentencia de 20 de
junio último, en la medida en que el recurso hubiera podido
admitirse igualmente, por su objeto y por los motivos en que se
funda, conforme al texto de la Ley de Elliuiciamiento Civil que el
Tribunal Supremo consideró aplicable aUDque faI_ por'cumplir
a\¡ún requisIto formal de los que ,!,!uclla Ley impo~ siempre que
en el escrito de in~ción hubtercll quedado suficientemente
cumplimentadas las ~.des de claridad y precisión ~'aquo­
llos requisitos persiguen en atención a la correcta ordcnaci6n de las
secuencias proccsa\cs y en prantfa de la contraparte. Y dio porque
no toda irregularidad formal puede erigirse en un oblláculo
insalvable para la prosecución del ptOCC3O, como este Tribunal ha
declarado rcpctidsmcnte, sino que por el contrario, el derecho
constitucional a la tutela efectiva de los Jueces y Tribunalcs no
puede ser comprometido u obstaculizado mediante la imposición
de formalismos encrvantes o acudiendo a interpretaciones de las
normas que rcguIan las~cias formales del ptOCC3O cJaramcnte
desviadas del sentido proptO de las mismas.

5. En el presente caso, el recurso de casación se interPuso
contra una sentencia dictada, en ~o de apelación por la
Audiencia Territorial de Madri~uicioordinario declarativo
de mayor cuantía. El recurso se en dos motivos expuestos
separadamente, el primero al amJ1'U"O del número 5." del aotua1
arto 1692 de la Ley de EnjuiciamIento Civil, por infracci6n del
arto 1.214 del Códislo Civil y de la doctrinajuris¡xudcncial del Tribunal
Snprcmo estabIccidi en una serie de ScntenelaS que se citan en el
roncspondicn1c escrito de inlelposición del recurso, y el~
al amparo del núm. 4." del citado art. 1.692, por error en la
aprccíación de la prueba basadc en documentos de los que, sin
embargo, no se afirma el carácter de auténticos, como cxi¡ia la
normativa que el Tribunal Su~mo consideró aplicablc. Por su
parte, el Auto recurrido coDSldcra que el recurso de cuaci6n
formuiado por «lrridelco, Sociedad An6nima», estA incurso en las
ellIl5a de,inadr-..món 'l-q1le :le refieI'e-1a ~1lÜ'+'lI ccawaidll el!kls
núms. 4." 9." del art. 1.729 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
anterior a la reforma, en relación con el art. 1.720 de la pr:l)pia
l.cyl>. La concurrencia de la causa establecida en el núm. 9." del
citado art. 1.729, relativa cxcIusivamente al segundo de los motivos
del recurso de casación es evidente, e incluso asi lo viene a admitir
la propia entidad demandante de amparo. Pero, por lo que afecta

32269 Sala Squnda. Recurso de amparo núm. 246/1985.
SentelU:la núm. 144/1986. de 21 de _iembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
doña Gloria Bcgué Cant6n. Presidenta, y don Angel Latorrc SegUra,
don Fernando García-Mon Gonzálcz-Rcgucra\, don Jesús Leauina
Villa Ydon Luis Lópcz Guerra, Ma¡istrados, ha pronunciadó

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 246/1985, interPuesto por el
Procurador de los Tribuna1cs don Carlos Zulueta CcbriáII, en
representación de don Eleuterio Beltrán Beltrán. asistido del
Letrado don Luis Martl Minaarro. contra el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo ac 31-de enero de 1985, CJue declaró
no haber lugar a la admisión del recurso de cuación rnterPuesto
contra Sentencia de la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Valencia de 28 de noviembre de 1983, dictada en
apelación de juicio declarativo de mayor cuantla scauido ante el
Juzgado de Primera Instancia de Vinaroz por el señor Beltrán
Bc.1~n ~ont!" don~ Seprra Carl6. Ha comparecido el
Mimsteno FIscal y ha SIdo Ponente el Magistrado don Fernando
Garcia-Mon Gonzálcz-Rcgucra\, quien expresa el parecer de la
SabL . ,

al primero de tales motivos, es también claro que el mero error
formal que supone la incorrecta cita de los apartados del art_ 1.692
de la Ley de Enjuiciamiento Civil en que el recurso se funda, así
como la omisi6n. en el encabezamiento del correspondiente motivo
de casaci6n por infracción de Ley, del concepto en que tal
infracción se considere producida, que son las causas de inadmi­
si6n que señala el Auto impuseado, aparte de tener su origen en las
dificultades de inlefprctaci6n de las Disposiciones transitorias de la
Ley 34/1984, de 6 de agosto, no puede estimarse que indujeran a
confusi6n a la Sala ni a la direcci6n letrada de la contraparte, ni que
obstaculizaran el desarrollo del proceso de cuaci6n. Por ello,
trat4lldose de un error fácilmente advertible y, en su caso,
reparable, es preciso concluir, en el sentido ya expuesto por la
meritada Sentencia de 20 de junio de 1986 que, dadas las
circunstancias concurrentes, el respeto al derecho rcconccido en el
art. 24.1 de la Constitución imponía al 6rgano judicial suplir
mediante una interPretación posible y favorable al ejercicio de la
acci6n impupativa, el imperfecto o eITÓneo cumplimiento de los
requisitos formales IDlpucStos por la Ley de Elliwcinntícnto Civil,
ascsunmdo as! la Primacia del mencionado derecho fundamental.
Al no baccrlo as!, el Auto impugnado en este recurso de amparo
incurri6 por excesivo formalismo, en violaci6n de aquel derecbo,
cuyo restablecimiento exige dccIarar su nulidad, para que la Sala
Primera del Tribunal SUp'remo vuelva a considerar y, en su caso,
resolver sobre la admisibilidad del recurso de cuación interpuesto,
sin tener en cuenta los defectos formales que derivan de la
incorrecta identificación por el recurrente de la normativa procesal
aplicable.

FALLO

En atenci6n a todo lo expuesto... el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD OUE J-E ,-ONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA

Ha docicUdo

Otorpr el amparo solicitado por drridelco, Sccicdad Anó­
nima», y en consecuencia:

l." Anular el Auto de la Sala Primera (de lo Civil) del
Tribunal Supremo, de 1I de marzo de 1985_

2." Reconocer al recurrente su derecho fundamental a la tutela
judicial efectivL

3.° Retrotraer las actuaciones en el recurso de casación
1.274/1984 al momento procesal inmediatamente anterior al Auto
anulado.

Publlqucsc esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado»

Dada en Madrid a 19 de noviembre de 1986.-Francisco Tomás
y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Dicz-Picazo y Ponce
de Lcón.-Antonio Truyol Serra.-EUSCnio Diaz Eimil.-Miguel
Rodri¡ucz-Piñero y Bravp-Ferrcr.-Finnados y rubricados.

l. ANTECEDENTES
1. Con fecha 26 de marzo 1985 se presentó en este Tribunal

el recurso de amparo interPuesto por don Eleuterlo Beltrán Beltrán
contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 31 de
enero de 1985, que declaró no haber lugar a la adlDlsión del recurso
de casaci6n por él interPuesto contra Sentencia de la Sala Primera
de lo Civil de la Audiencia Territorial de VaJenciL Los hechos que
sirven de base al amparo son. en síntesis, los siguientes:

Que con fecha 5 de diciembre de 1983 se present6 ante la Sala
Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Valencia escrito
preparando recurso de casación contra Sentencia de la Sala de 28
de noviembre anterior y en lO de ~ptiembre de 1984 fuc
emplazado para comparecer ante la Sala Primera del Tribunal
Supremo en término de cuarenta días para intclpOncr el recurso de
casaci6n preparado; que con fecha 27 de sepuembre de 1984 se
personó ante la Sala Primera del Tribunal Supremo, solicitando se
le comunicaran los autos con cenificacián de votos reservados, si
los hubiere, y ya en este primer escrito de pcrsonaci6n hizo constar
que lo hacia con arrcaIo a la L.E.C. reformada por Ley 34/1984, de
6 de asosto, de conformidad con lo dispuesto en la disposición
transitoria segunda de la misma; 'l.ue una vez le fueron comunica­
dos los autos sin que la Sala le hiciera observación alguna sobre la
normativa que consideraba aplicable, interpuso el recurso de
casaci6n por escrito de 25 de octubre de 1984, ateniéndose a los
requisitos proccsalcs de la Ley 34/1984, y la Sala, previo informe
del Ministerio Fiscal en que se opuso a la admisión del recurso y
celebrada la vista sobre admisi6n. dict6 Auto el 31 de enero de
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